
 

 

Bogotá D.C., febrero de 2025 

Doctor 
JAIME LUIS LACOUTURE PEÑALOZA 
SECRETARIO GENERAL  
Honorable Cámara de Representantes 
Ciudad  

 

REF: RADICACIÓN PROYECTO DE LEY N°__ DE 2025 CÁMARA “POR 
MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA EL ARTÍCULO 206 DEL ESTATUTO 
TRIBUTARIO” 

 

En mi condición de miembro del Congreso de la República y en uso del 
derecho consagrado en el artículo 150 de la Constitución Política de 
Colombia, por su digno y regular conducto me permito poner a 
consideración de la Honorable Cámara de Representantes el siguiente 
proyecto de Ley “Por medio de la cual se modifica el artículo 206 del 
Estatuto Tributario” (EXENCIÓN A DOCENTES), para lo cual, me permito 
adjuntar copia física y digital del proyecto de ley en cuestión 

Cordialmente,  

 

 

 
MARELEN CASTILLO TORRES 

Representante a la Cámara. 

 

  



 

 

  

  

  

  

  

 



 

 

 

 

PROYECTO DE LEY ____ DE 2025 

“POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA EL ARTÍCULO 206 DEL 
ESTATUTO TRIBUTARIO” 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA: 

DECRETA 

ARTÍCULO 1. Modifíquese el artículo 206 del Estatuto Tributario así: 

ARTÍCULO 206. RENTAS DE TRABAJO EXENTAS. Están gravados con el impuesto 
sobre la renta y complementarios la totalidad de los pagos o abonos en cuenta 
provenientes de la relación laboral o legal y reglamentaria, con excepción de los 
siguientes: 

1. Las indemnizaciones por accidente de trabajo o enfermedad. 
 

2.  Las indemnizaciones que impliquen protección a la maternidad. 
 

3.  Lo recibido por gastos de entierro del trabajador. 
 

4. El auxilio de cesantía y los intereses sobre cesantías, siempre y cuando sean 
recibidos por trabajadores cuyo ingreso mensual promedio en los seis (6) 
últimos meses de vinculación laboral no exceda de 350 UVT. 

Cuando el salario mensual promedio a que se refiere este numeral exceda 
de 350 UVT la parte no gravada se determinará así: 

Salario mensual Parte 

Promedio No gravada % 

Entre 350UVT Y410UVT el 90% 

Entre 410UVT Y470UVT el 80% 

Entre 470UVT Y530UVT el 60% 

Entre 530UVT Y590UVT el 40% 

Entre 590UVT Y650UVT el 20% 

De 650UVT el 0% 



 

 

5. Las pensiones de jubilación, invalidez, vejez, de sobrevivientes y sobre 
Riesgos Profesionales, hasta el año gravable de 1997. A partir del 1 de Enero 
de 1998 estarán gravadas sólo en la parte del pago mensual que exceda de 
1.000 UVT. 

El mismo tratamiento tendrán las Indemnizaciones Sustitutivas de las 
Pensiones o las devoluciones de saldos de ahorro pensional. Para el efecto, 
el valor exonerado del impuesto será el que resulte de multiplicar la suma 
equivalente a 1.000 UVT, calculados al momento de recibir la 
indemnización, por el número de meses a los cuales ésta corresponda. 

6. El seguro por muerte, las compensaciones por muerte y las prestaciones 
sociales en actividad y en retiro de los miembros de las Fuerzas Militares y 
de la Policía Nacional. 

7. En el caso de los Magistrados de los Tribunales, sus Fiscales y Procuradores 
Judiciales, se considerará como gastos de representación exentos un 
porcentaje equivalente al cincuenta por ciento (50%) de su salario. 

Para los Jueces de la República el porcentaje exento será del veinticinco por 
ciento (25%) sobre su salario. 

8. El exceso del salario básico percibido por los Oficiales, Suboficiales y 
Soldados Profesionales de las Fuerzas Militares y Oficiales, Suboficiales, 
Nivel Ejecutivo, Patrulleros y Agentes de la Policía Nacional. 

9. Los gastos de representación de los rectores y profesores de universidades 
públicas y privadas, los cuales no podrán exceder del cincuenta (50%) de 
su salario. 

10. El veinticinco por ciento (25%) del valor total de los pagos laborales 
limitada anualmente a setecientos noventa (790) UVT. El cálculo de esta 
renta exenta se efectuará una vez se detraiga del valor total de los pagos 
laborales recibidos por el trabajado, los ingresos no constitutivos de renta, 
las deducciones y las demás rentas exentas diferentes a la establecida en el 
presente numeral. 

PARÁGRAFO 1o. La exención prevista en los numerales 1, 2, 3, 4, y 6 de 
este artículo, opera únicamente sobre los valores que correspondan al 
mínimo legal de que tratan las normas laborales; el excedente no está exento 
del impuesto de renta y complementarios. 

PARÁGRAFO 2o. La exención prevista en el numeral 10o. no se otorgará 
sobre las cesantías, sobre la porción de los ingresos excluida o exonerada 
del impuesto de renta por otras disposiciones, ni sobre la parte gravable de 
las pensiones. La exención del factor prestacional a que se refiere el artículo 
18 de la Ley 50 de 1990 queda sustituida por lo previsto en este numeral. 



 

 

PARÁGRAFO 3o. El nuevo texto es el siguiente:> Para tener derecho a la 
exención consagrada en el numeral 5 de este artículo, el contribuyente debe 
cumplir los requisitos necesarios para acceder a la pensión, de acuerdo con 
la Ley 100 de 1993. 

El tratamiento previsto en el numeral 5 del presente artículo será aplicable 
a los ingresos derivados de pensiones, ahorro para la vejez en sistemas de 
renta vitalicia, y asimiladas, obtenidas en el exterior o en organismos 
multilaterales. 

PARÁGRAFO 4o. Las rentas exentas establecidas en los numerales 6, 7, 8 
y 9 de este artículo, no estarán sujetas a las limitantes previstas en el 
numeral 3 del artículo 336 de este Estatuto. 

PARÁGRAFO 5o. La exención prevista en el numeral 10 también procede 
en relación con las rentas de trabajo que no provengan de una relación 
laboral o legal y reglamentaria. 

ARTÍCULO 2. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las normas que sean contrarias. 

Cordialmente, 

 

 

 

 

 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

CONTENIDO. 

1. Objeto del proyecto de ley. 
2. Justificación del proyecto de ley. 
3. Competencia constitucional del congreso. 
4. Conflicto de intereses. 
5. Análisis de impacto fiscal. 

 

1. OBJETO DEL PROYECTO DE LEY. 



 

 

La presente Ley tiene como objeto modificar el Artículo 206 del Estatuto 
Tributario, con el fin de ampliar la exención del impuesto sobre la renta y 
complementarios sobre la totalidad de los pagos o abonos en cuenta que se 
efectúan por concepto de gastos de representación, para que dicho beneficio 
no solo se aplique a los rectores y profesores de universidades oficiales, sino 
también a los rectores y docentes de universidades privadas. Esta 
modificación busca reconocer y dignificar la labor académica de todos los 
profesionales de la educación superior, garantizando el principio de 
igualdad y evitando cualquier forma de discriminación negativa, al tiempo 
que se fortalece el estímulo a la excelencia en el desempeño de sus 
funciones, en coherencia con los mandatos constitucionales y los objetivos 
estratégicos de desarrollo educativo y social del país. 

2. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO DE LEY. 

El presente proyecto de modificación surge con el objetivo de armonizar el 
tratamiento tributario de los rectores y profesores de las universidades, sin 
importar si pertenecen al sector público o privado. Actualmente, el inciso 
final del numeral 7 del artículo 206 del ET establece la exención del 
impuesto de renta para un 50% del salario de rectores y docentes de 
universidades oficiales, correspondiente a los gastos de representación. La 
modificación propuesta busca ampliar este beneficio a los rectores y 
profesores de universidades privadas, en atención al rol fundamental que 
desempeñan en la formación, investigación y desarrollo integral del país. 

a. Competencia del legislador y justificación de la exención: 

En la Sentencia C-250 de 2003, M. P. Rodrigo Escobar Gil, la Corte 
Constitucional realizó un análisis detallado respecto a las condiciones en 
las cuales el legislador puede instituir exenciones tributarias sobre las 
sumas percibidas como gastos de representación. Según el fallo, en el sector 
público los gastos de representación han evolucionado hasta convertirse en 
un componente esencial de la retribución, destinado a asegurar que el 
servidor público pueda mantener un estatus acorde con la jerarquía, 
responsabilidades y exigencias propias del cargo. 

“Se acudió, así, particularmente en el sector público, a una 
modalidad según la cual un determinado porcentaje del salario se 
consideraba como gastos de representación, pero con la 
característica especial de que se trataba de un ingreso de libre 
disposición del empleado…” 



 

 

- Relación con la misión de la educación superior: 

El recorrido normativo evidencia que existe un nexo inescindible entre los 
objetivos y propósitos de la educación superior –reconocidos en la 
Constitución y en la Ley 30 de 1992– y la labor que desempeñan rectores y 
profesores. Estos servidores no solo contribuyen a la formación de futuros 
profesionales e investigadores, sino que también impulsan el desarrollo 
científico, cultural, económico, político y social del país. Por ello, la 
institucionalización de la exención de los gastos de representación en 
universidades oficiales se fundamenta en una medida de estímulo y 
dignificación de la actividad docente. 

- Alineación con mandatos superiores: 

La doctrina de la Corte ha establecido que la creación de beneficios 
tributarios para cubrir componentes de la retribución –como los gastos de 
representación– se fundamenta en la necesidad de atender a las 
particularidades del empleo, la dignidad del cargo y la responsabilidad 
inherente al ejercicio de funciones de alta relevancia. Esta perspectiva no 
vulnera el principio de igualdad ni la equidad, puesto que la norma que 
consagra dicha exención contempló mecanismos compensatorios para 
equilibrar eventuales afectaciones en la estructura salarial de los empleados 
públicos. 

b. Extensión del Beneficio a Universidades Privadas: 

La modificación del proyecto de ley se fundamenta en la necesidad de 
actualizar y ampliar el alcance de este beneficio tributario, reconociendo 
que: 

● La naturaleza y calidad de la labor: Rectores y profesores de 
universidades privadas desempeñan funciones sustancialmente 
similares a las de sus contrapartes de las universidades oficiales, en 
tanto que participan activamente en la formación académica, el 
fomento de la investigación y la promoción de la ciencia. 

● El imperativo de dignificar la actividad docente: La exención de 
los gastos de representación constituye un incentivo que permite 
garantizar un status acorde con la responsabilidad y exigencias del 
cargo, fortaleciendo el compromiso de estos servidores con la misión 
educativa. 



 

 

● La actualización normativa: Extender este beneficio a los docentes 
y rectores del sector privado se alinea con la evolución de la estructura 
educativa y con el reconocimiento del papel fundamental que juega el 
sector privado en la ampliación de la cobertura y calidad de la 
educación superior. 
 

c. Derecho a la Igualdad y No Discriminación: 
 

- Principio de igualdad 

La Constitución y el ordenamiento jurídico colombiano consagran el derecho 
a la igualdad, que implica el trato equitativo de situaciones similares. Al 
limitar el beneficio únicamente a los servidores de las universidades 
oficiales, se crea una diferenciación que no se ajusta a la realidad actual del 
sector educativo, en el que tanto el sector público como el privado 
desempeñan funciones cruciales y comparables. 

- Necesidad de evitar discriminación negativa 

La exclusión de los rectores y docentes de universidades privadas del 
beneficio tributario de los gastos de representación genera una 
discriminación negativa que afecta directamente a estos profesionales, 
quienes, pese a cumplir funciones análogas a las de sus colegas del sector 
público, se ven privados de un mecanismo de estímulo y reconocimiento a 
su labor. 

Extender la exención tributaria: 

● Garantiza el principio de equidad: Garantizando que todos los 
profesionales del ámbito universitario cuenten con los mismos 
incentivos para desempeñar su labor de manera digna y 
comprometida. 

● Evita desigualdades injustificadas: Al reconocer la importancia de 
la educación superior como un bien público y estratégico para el 
desarrollo nacional, se asegura que ningún sector se vea 
desfavorecido por criterios arbitrarios o discriminatorios. 

La propuesta de modificación del proyecto de ley se fundamenta en un sólido 
respaldo jurídico y normativo que justifica la exención de los gastos de 
representación para rectores y profesores. La extensión de este beneficio al 



 

 

sector privado no solo responde a criterios de eficiencia y estímulo a la labor 
educativa, sino que también se alinea con el imperativo constitucional de 
garantizar el derecho a la igualdad y evitar discriminaciones negativas entre 
profesionales de la educación superior. Este ajuste normativo representa, 
por tanto, una medida necesaria para actualizar y unificar el tratamiento 
tributario de los servidores académicos en Colombia, reconociendo de 
manera integral su contribución al desarrollo científico, cultural y social del 
país. 

 
3. COMPETENCIA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO. 

Sobre la competencia constitucional y legal del Congreso para el trámite de 
este proyecto de Ley se tiene que el artículo 150 de la Constitución Política 
establece: 

“Artículo 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de 
ellas ejerce las siguientes funciones: 

a. Interpretar, reformar y derogar las leyes. 
b. Expedir códigos en todos los ramos de la legislación y reformar 

sus disposiciones. 
c. Aprobar el plan nacional de desarrollo y de inversiones públicas 

que hayan de emprenderse o continuar, con la determinación de 
los recursos y apropiaciones que se autoricen para su ejecución, 
y las medidas necesarias para impulsar el cumplimiento de los 
mismos. 

d. Definir la división general del territorio con arreglo a lo previsto 
en esta Constitución, fijar las bases y condiciones para crear, 
eliminar, modificar o fusionar entidades territoriales y establecer 
sus competencias. (Subrayado por fuera del texto). 

En adición a que la ley 5 de 1992. Por la cual se expide el reglamento 
del Congreso; el Senado y la Cámara de Representantes, establece que: 

Artículo 6°. Clases de funciones del Congreso. El Congreso de la 
República cumple:  
(…) 2. Función legislativa, para elaborar, interpretar, reformar y derogar 
las leyes y códigos en todos los ramos de la legislación. 

 

4. CONFLICTO DE INTERÉS. 



 

 

Dando alcance a lo establecido en el artículo 3 de la Ley 2003 de 2019, “Por 
la cual se modifica parcialmente la Ley 5 de 1992”, se hacen las siguientes 
consideraciones a fin de describir la circunstancias o eventos que podrían 
generar conflicto de interés en la discusión y votación de la presente 
iniciativa legislativa, de conformidad con el artículo 286 de la Ley 5 de 1992, 
modificado por el artículo 1 de la Ley 2003 de 2019, que reza:  

“Artículo 286. Régimen de conflicto de interés de los 
congresistas. Todos los congresistas deberán declarar los conflictos 
de intereses que pudieran surgir en el ejercicio de sus funciones. 
 
Se entiende como conflicto de interés una situación donde la discusión 
o votación de un proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda 
resultar en un beneficio particular, actual y directo a favor del 
congresista. 
 
a. Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera 

ganancias o crea indemnizaciones económicas o elimina 
obligaciones a favor del congresista de las que no gozan el resto de 
los ciudadanos. Modifique normas que afecten investigaciones 
penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se 
encuentre formalmente vinculado.  

b. Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las 
circunstancias presentes y existentes al momento en el que el 
congresista participa de la decisión.  

c. Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica 
respecto del congresista, de su cónyuge, compañero o compañera 
permanente, o parientes dentro del segundo grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 

(…)” Sobre este asunto la Sala Plena Contenciosa Administrativa del 
Honorable Consejo de Estado en su sentencia 02830 del 16 de julio de 2019, 
M.P. Carlos Enrique Moreno Rubio, señaló que: 

“No cualquier interés configura la causal de desinvestidura en comento, 
pues se sabe que sólo lo será aquél del que se pueda predicar que es 
directo, esto es, que per se el alegado beneficio, provecho o utilidad 
encuentre su fuente en el asunto que fue conocido por el legislador; 
particular, que el mismo sea específico o personal, bien para el 
congresista o quienes se encuentren relacionados con él; y actual o 
inmediato, que concurra para el momento en que ocurrió la participación 



 

 

o votación del congresista, lo que excluye sucesos contingentes, futuros 
o imprevisibles. También se tiene noticia que el interés puede ser de 
cualquier naturaleza, esto es, económico o moral, sin distinción alguna”. 

Es menester señalar, que la descripción de los posibles conflictos de interés 
que se puedan presentar frente al trámite o votación del presente Proyecto 
de Ley, conforme a lo dispuesto en el artículo 291 de la Ley 5 de 1992 
modificado por la Ley 2003 de 2019, no exime al Congresista de identificar 
causales adicionales en las que pueda estar incurso.  

 

5. ANALISIS DE IMPACTO FISCAL. 

En cumplimiento del artículo 7° de la Ley 819 de 2003, es de precisar que 
el presente Proyecto de Ley se ajustará al Marco Fiscal de Mediano Plazo. 
Por tanto, se solicitará concepto técnico al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, el cual puede ser enviado en cualquier tiempo durante el respectivo 
trámite en el Congreso de la República.  

Cordialmente,  

 

 

 
MARELEN CASTILLO TORRES 

Representante a la Cámara. 

 

  



 

 

  

  

  

  

 


